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PROBLEMA JURÍDICO: 

 

¿Debido a la realización de actividades de minería ilegal en la cuenca del río 
Atrato (Chocó), sus afluentes y territorios aledaños, y a la omisión de las 

autoridades estatales demandadas (encargadas de hacer frente a esta 
situación, tanto del nivel local como del nacional), se presenta una vulneración 

de los derechos fundamentales a la vida, a la salud, al agua, a la 
seguridad alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura y al 

territorio de las comunidades étnicas accionantes? 

RESPUESTA AL PROBLEMA JURÍDICO: 

 

Las entidades estatales demandadas (tanto del orden nacional como local) 

vulneraron los derechos a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad 

alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura y al territorio de las 

comunidades étnicas que habitan la cuenca del Atrato, sus afluentes y 

territorios aledaños al omitir el cumplimiento de sus deberes constitucionales y 

no tomar medidas efectivas, concretas y articuladas para enfrentar y 

dar solución a la realización de actividades intensivas de minería ilegal en la 

zona. 

CONCLUSIÓN DE LA CORTE (Apartes Textuales): 

 

Las autoridades estatales demandadas son responsables de la vulneración de 

los derechos fundamentales a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad 

alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura y al territorio de las 

comunidades étnicas demandantes por su conducta omisiva al no realizar 

acciones efectivas para detener el desarrollo de actividades mineras ilegales, 

que han generado la configuración de grave crisis humanitaria y ambiental en la 

cuenca del río Atrato (Chocó), sus afluentes y territorios aledaños. 

a.- Respecto del vertimiento de mercurio y otras sustancias químicas 

tóxicas necesarias para la realización de actividades mineras ilegales 

en el río Atrato, sus afluentes y territorios aledaños.  

 

9.20. Vulneración de los derechos fundamentales a la vida, a la salud y al medio 

ambiente sano de las comunidades étnicas accionantes. La Corte debe 

comenzar por señalar que a partir de los diferentes informes, respuestas, 

conceptos e intervenciones allegados en el trámite de revisión, ha constatado 
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que efectivamente la principal actividad económica del Chocó en la actualidad 

es la minería ilegal. Y que esta explotación mecanizada, a pesar de los 

esfuerzos del Estado por combatirla, se realiza de forma intensiva e 

indiscriminada, con uso de dragas, dragones, retroexcavadoras y de sustancias 

químicas tóxicas como el mercurio y el cianuro para obtener la separación del 

mineral de oro de las impurezas generando con ello una notable contaminación 

ambiental que afecta, en su conjunto, los derechos a la a la vida, a la dignidad 

humana, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al medio ambiente 

sano, a la cultura y al territorio de las comunidades étnicas que habitan la 

cuenca del río Atrato.  

En este sentido, tanto la Sala como las comunidades accionantes, diversas 

entidades estatales, la Diócesis de Quibdó, Codechocó, Corpourabá, la 

Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría 

General de la República, los expertos de las Universidades de Cartagena y 

Chocó, organismos internacionales como la ONU y organizaciones no 

gubernamentales como Dejusticia y WWF Colombia, entre otros, pudieron 

confirmar in situ el uso intensivo de maquinaria pesada y sustancias tóxicas 

como el mercurio en el proceso de extracción del oro en el río Atrato en el 

recorrido que en la inspección judicial se hizo por el río y sus afluentes. La 

Defensoría del Pueblo (folios 1871-1989) y la Procuraduría General de la Nación 

(folios 1988-2007) así lo manifestaron en sus respectivos informes de 

acompañamiento a la inspección judicial, como ya ha sido reseñado.  

9.21. Ahora bien, de acuerdo a lo evidenciado por la Corte en la inspección 

judicial realizada en Chocó en el mes de enero de 2016, se tiene que en el caso 

del desarrollo de actividades mineras ilegales, estas contribuyen a generar una 

grave vulneración de derechos fundamentales en las comunidades étnicas que 

habitan en la cuenca del río Atrato, sus afluentes y territorios aledaños.  

En efecto, la Corte pudo constatar que a lo largo del recorrido por el río Quito 

(afluente del Atrato), que incluyó los sectores de Quibdó, Soledad, Guayabalito, 

Loma de Barranca, San Isidro, Bocas de Paimadó, Lomas Pueblo Nuevo, río 

Pató, Villa Conto y Paimadó, la actividad desplegada por las máquinas usadas 

en minería (dragas, dragones y retroexcavadoras) está afectando seriamente el 

medio ambiente y las comunidades vecinas.  

En particular, este Tribunal pudo advertir la desviación y el grave deterioro del 

cauce del río por bancos de arena, brazos y entradas artificiales. En las mismas 

se confirmó la presencia permanente de dragas y dragones. De igual forma, se 

evidenció la destrucción de la capa vegetal y de las riberas, desviación de 

cauces, taponamiento de afluentes, remoción de tierra (arena y rocas), así 

como la construcción de islas artificiales con retroexcavadoras (bancos de 
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arena) que luego de la explotación quedan abandonadas. Adicionalmente no se 

encontró evidencia del desarrollo de actividades de pesca o agricultura, en 

medio de lo que parece, como lo llaman los locales, “el desierto minero”.  

En relación con lo anterior, lo que se ha observado en las imágenes reseñadas 

en el fundamento 9.19 es el notorio contraste entre una región selvática virgen 

y las zonas dedicadas a la explotación minera ilegal, tanto en tierra, con gran 

afectación de los bosques, como en el río Atrato y sus afluentes, con gran 

afectación de las fuentes hídricas. El impacto de la minería ilegal en el río es tan 

fuerte, que hoy es prácticamente imposible determinar el cauce original que 

alguna vez tuvo el río, sus brazos y sus afluentes, junto a lo que se puede 

apreciar un crecimiento considerable de zonas deforestadas, dado que la 

minería ilegal se desarrolla tanto en los ríos -minería aluvial- como en tierra -

minería de veta a cielo abierto-, explotaciones que sumadas producen graves 

procesos de deforestación.  

9.22. Asimismo, la destrucción del medio ambiente y la amenaza a la 

biodiversidad en la región objeto de los hechos de la presente acción fue 

corroborado no solo por la Sala sino también por todas las entidades 

acompañantes, como se refirió en el fundamentos 9.14 a 9.17. Para la Corte no 

hay duda que la minería ilegal está afectando intensamente los derechos 

fundamentales a la vida, a la salud y al medio ambiente sano de las 

comunidades étnicas que habitan en la cuenca del río Atrato y sus afluentes, y 

que esta vulneración tiene impactos directos e indirectos sobre las comunidades 

étnicas chocoanas, tal y como ha sido documentado en numerosos informes de 

la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y la Contraloría 

General de la República, entre otros, los cuales ya fueron citados en la presente 

sentencia.  

9.23. Una importante razón para afirmar lo anterior es que las actividades de 

minería ilegal, aparte de utilizar maquinaria pesada -que trasforma y destruye 

por completo todo a su paso-, también emplean indiscriminadamente 

sustancias químicas altamente tóxicas como el mercurio que, como se ha 

visto en los informes ampliamente reseñados a lo largo de esta providencia 

(capítulo 7 fundamentos 7.26 a 7.31; y fundamento 9.14), tienen la 

potencialidad de afectar la vida y la salud de las poblaciones humanas, así como 

el medio ambiente y su biodiversidad.  

A este respecto, la Sala debe reiterar que, como se analizó en el capítulo 5 

fundamentos 5.1 a 5.58, la protección de los ríos, los bosques, las fuentes de 

alimento y la biodiversidad (medio ambiente sano) tiene una relación directa e 

interdependiente con la garantía de los derechos a la vida y la salud, (así como 

la cultura y el territorio), dentro de lo que se ha denominado derechos 
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bioculturales. Precisamente, los elementos centrales de este enfoque establecen 

una vinculación intrínseca entre naturaleza y cultura, y la diversidad de la 

especie humana como parte de la naturaleza y manifestación de múltiples 

formas de vida. Desde esta perspectiva, la conservación de la biodiversidad 

conlleva necesariamente a la preservación y protección de los modos de 

vida y culturas que interactúan con ella. 

En consecuencia, las políticas públicas sobre la conservación de la biodiversidad 

deben adecuarse y centrarse en la preservación de la vida, de sus diversas 

manifestaciones, pero principalmente en la preservación de las condiciones para 

que esa biodiversidad continúe desplegando su potencial evolutivo de manera 

estable e indefinida, tal y como lo ha señalado la Corte en abundante 

jurisprudencia. De igual forma, las obligaciones del Estado sobre protección y 

conservación de los modos de vida de los pueblos indígenas, las comunidades 

negras y campesinas implican garantizar las condiciones para que estas formas 

de ser, percibir y aprehender el mundo puedan pervivir. 

9.24. En abierto contraste a lo anterior, las entidades públicas indagadas sobre 

las acciones tomadas para enfrentar esta compleja situación que amenaza los 

derechos a la vida, a la salud y al medio ambiente sano de las comunidades 

étnicas demandantes, como son el Ministerio de Salud, el Instituto Nacional de 

Salud, el Ministerio de Ambiente y Codechocó señalaron que están en proceso 

de diseñar planes y estudios que permitan elaborar proyectos de investigación 

yacción conjunta para dar así respuesta a la crisis. Sin embargo, aunque la 

Corte valora como positivas dichas intenciones, hasta el momento no tiene 

noticia de que se haya llevado a cabo ninguna investigación de toxicología ni 

epidemiología en la región con estos fines. 

 9.25. En consideración a lo hasta aquí expuesto, para la Corte es menester 

concluir que la actividad minera ilegal, al tener la potencialidad de generar 

menoscabo a la salud y al medio ambiente, como se ha visto en el caso de las 

comunidades étnicas que habitan la cuenca de río Atrato, está sujeta a la 

aplicación del principio de precaución. Este se aplica cuando -aunque haya un 

principio de certeza técnica- existe incertidumbre científica respecto de los 

efectos nocivos de una medida o actividad. En ese caso, debe preferirse la 

solución que evite el daño y no aquella que pueda permitirla. Este principio no 

solo está concebido para proteger el derecho al medio ambiente sino también el 

derecho a la salud cuando exista la amenaza de vulneración. De esta forma, 

como se vio en el capítulo 7 (fundamentos 7.33 a 7.41) de la presente 

providencia, cuando por causa del desarrollo de actividades mineras ilegales, en 

caso de que exista duda razonable respecto de si estas afectan el entorno 

natural o la salud de las personas, como se ha evidenciado en el asunto sub 
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examine, deben tomarse las medidas que anticipen y eviten cualquier daño, y 

en caso de que esté causado, las medidas de compensación correspondientes.  

En este orden de ideas, ante la evidencia de los potenciales efectos nocivos que 

puede tener el uso de mercurio y otras sustancias tóxicas en la actividad minera 

ilegal que se desarrolla en la cuenca del río Atrato, que pueden poner en peligro 

no solo a las comunidades sino al medio ambiente en su conjunto, así no exista 

certeza científica, la Sala considera que en este caso se reúnen los requisitos 

para dar aplicación al principio de precaución en materia ambiental y para 

proteger el derecho a la salud de las personas. Como se señaló en el 

acápite respectivo, el principio de precaución implica en términos muy sencillos, 

que en caso de duda científica no se abstenga y por el contrario, se proteja el 

derecho al medio ambiente sano y a la salud en conexidad con la vida.  

En concreto, la aplicación del principio de precaución en el presente caso tendrá 

como objetivos, (i) prohibir que en adelante se usen sustancias tóxicas como el 

mercurio en actividades de explotación minera, ya sean legales e ilegales; y (ii) 

declarará que el río Atrato es sujeto de derechos que implican su protección, 

conservación, mantenimiento y en el caso concreto, restauración, como se verá 

con más adelante en el fundamento 9.32. 

9.26. A manera de conclusión y respecto a este punto en concreto, la Corte 

encuentra que las entidades demandadas han vulnerado los derechos a la vida, 

a la salud y al medio ambiente sano de las comunidades accionantes al permitir 

el vertimiento indiscriminado de mercurio y otras sustancias químicas tóxicas 

necesarias para la realización de actividades mineras ilegales en el río Atrato, 

sus afluentes y territorios aledaños, al no tomar medidas concretas y 

articuladas para evitarlo teniendo pleno conocimiento de la situación, esto es, 

por omisión en el cumplimiento de sus deberes legales y constitucionales. En 

consecuencia, se ordenará a las entidades responsables la adopción de una 

serie de medidas de urgencia que permitan hacer frente a esta grave 

vulneración de los derechos fundamentales a la vida, a la salud y al medio 

ambiente sano, que se indicarán en el acápite relativo a las órdenes. 

b.- Acerca de la contaminación del río Atrato, sus afluentes, los bosques 

y las fuentes de alimento producida por el desarrollo de actividades de 

explotación minera ilegal en la región. 

 

9.27. Vulneración del derecho al agua como fuente hídrica.  

En este punto, para la Corte es claro que según lo evidenciado en las pruebas 

obrantes en el expediente y en la inspección judicial -que se reseñaron en los 

fundamentos 9.14 a 9.17-, la minería ilegal que se realiza en la cuenca del río 
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Atrato y sus afluentes desafía cualquier idea de uso racional de los recursos 

hídricos y forestales, y constituye una abierta vulneración del derecho 

fundamental al agua (al tener como consecuencia su grave contaminación) que 

amenaza no solo a las comunidades étnicas, al departamento del Chocó o al 

medio ambiente, sino a una de las fuentes hídricas y de biodiversidad más 

importantes del mundo y con ello a las presentes y futuras generaciones. 

En este sentido, para la Sala resulta pertinente reiterar que como ya se vio en 

los fundamentos 5.41 a 5.50 de la presente providencia, de acuerdo con 

diversos Tratados Internaciones, la Carta Política (Constitución Ecológica), la 

jurisprudencia Interamericana y la de esta Corporación, el acceso al agua 

salubre, la preservación de las fuentes naturales y los recursos hídricos 

constituye una de las garantías esenciales para asegurar el nivel de vida 

adecuado, en cuanto condición indispensable para evitar la muerte por 

deshidratación, para reducir el riesgo de enfermedades relacionadas con el agua 

(contaminada) y para satisfacer las necesidades de consumo, cocina, higiene 

personal e higiene doméstica. Dichas garantías también implican preservar al 

mismo tiempo las funciones hidrológicas, biológicas y químicas de los 

ecosistemas, adaptando las actividades humanas a los límites de la capacidad 

de la naturaleza y combatiendo los vectores de las enfermedades relacionadas 

con el agua.  

Adicionalmente, no puede dejar de observarse que el derecho al agua es un 

requisito sine qua non para el ejercicio de otros derechos, en tanto “el agua es 

necesaria para producir alimentos (derecho a la alimentación); para asegurar la 

higiene ambiental (derecho a la salud); para procurarse la vida (derecho al 

trabajo) y para disfrutar de determinadas prácticas culturales (derecho a 

participar en la vida cultural)”. Por tanto, la contaminación -en especial con 

mercurio y cianuro - y la realización de actividades de minería ilegal en la 

cuenca del río Atrato y sus afluentes no solo vulnera el derecho al agua y otros 

componentes del derecho al medio ambiente sano (como ya se ha visto) sino 

que además vulnera los estándares esenciales de disponibilidad, accesibilidad y 

calidad del agua establecidos en la Observación General Núm. 15 por cuanto 

dicha clase de minería perjudica la producción de alimentos (árboles, cultivos y 

peces), las condiciones sanitarias, las formas tradicionales de vida y las 

prácticas culturales de las comunidades étnicas accionantes. 

Precisamente, el desafío más grande que tiene el constitucionalismo 

contemporáneo en materia ambiental, consiste en lograr la salvaguarda y 

protección efectiva de la naturaleza, las culturas y formas de vida asociadas a 

ella y la biodiversidad, no por la simple utilidad material, genética o productiva 

que estos puedan representar para el ser humano, sino porque al tratarse de 
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una entidad viviente compuesta por otras múltiples formas de vida y 

representaciones culturales, son sujetos de derechos individualizables, lo que 

los convierte en un nuevo imperativo de protección integral y respeto por parte 

de los Estados y las sociedades. En síntesis, solo a partir de una actitud de 

profundo respeto y humildad con la naturaleza, sus integrantes y su cultura, es 

posible entrar a relacionarse con ellos en términos justos y equitativos, dejando 

de lado todo concepto que se limite a lo simplemente utilitario, económico o 

eficientista. 

En efecto, la naturaleza y el medio ambiente son un elemento transversal al 

ordenamiento constitucional colombiano. Su importancia recae por supuesto en 

atención a los seres humanos que la habitan y la necesidad de contar con un 

ambiente sano para llevar una vida digna y en condiciones de bienestar, pero 

también en relación a los demás organismos vivos con quienes se comparte el 

planeta, entendidas como existencias merecedoras de protección en sí mismas. 

Se trata de ser conscientes de la interdependencia que nos conecta a todos los 

seres vivos de la tierra; esto es, reconocernos como partes integrantes del 

ecosistema global -biósfera-, antes que a partir de categorías normativas de 

dominación, simple explotación o utilidad. Postura que cobra especial relevancia 

en el constitucionalismo colombiano, teniendo en cuenta el principio de 

pluralismo cultural y étnico que lo soporta, al igual que los saberes, usos y 

costumbres ancestrales legados por los pueblos indígenas y tribales. 

Precisamente, en relación con la riqueza natural y cultural de la nación, el 

artículo 8º de la Carta Política establece como obligación fundamental del 

Estado y de la sociedad velar por el cuidado de nuestras riquezas naturales y 

culturales. Adicionalmente, en el capítulo de derechos colectivos (artículos 79 y 

80) y obligaciones específicas (artículo 95-8), se establecen los parámetros 

generales que orientan la relación entre el ser humano y su entorno vital: 

natural, ambiental y biodiverso. En este sentido, como consecuencia de las 

atribuciones consagradas en cabeza del Estado, de la sociedad y de los 

particulares en los artículos arriba reseñados, se establece la obligación de 

proteger el medio ambiente con el fin de prevenir y controlar los factores de 

deterioro ambiental, procurando su conservación, restauración y desarrollo 

sostenible. En palabras más simples: la defensa del medio ambiente no sólo 

constituye un objetivo primordial dentro de la estructura de nuestro ESD sino 

que integra, de forma esencial, el espíritu que informa a toda la Constitución 

Política. 

9.28. En este contexto, para la Sala resulta necesario avanzar en la 

interpretación del derecho aplicable y en las formas de protección de los 

derechos fundamentales y sus sujetos, debido al gran grado de degradación y 
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amenaza en que encontró a la cuenca del río Atrato. Por fortuna, a nivel 

internacional (como se vio a partir del fundamento 5.11) se ha venido 

desarrollando un nuevo enfoque jurídico denominado derechos bioculturales, 

cuya premisa central es la relación de profunda unidad e interdependencia entre 

naturaleza y especie humana, y que tiene como consecuencia un nuevo 

entendimiento socio-jurídico en el que la naturaleza y su entorno deben ser 

tomados en serio y con plenitud de derechos. Esto es, como sujetos de 

derechos. 

9.29. En este orden de ideas, el asunto que se estudia en esta providencia por 

la Corte -sobre los graves efectos que produce el desarrollo intensivo de 

actividades de explotación minera ilegal con afectación de múltiples derechos 

fundamentales en cuenca del río Atrato (Chocó)-, ha evidenciado claramente 

que son las poblaciones humanas las que son interdependientes del mundo 

natural -y no al contrario- y que deben asumir las consecuencias de sus 

acciones y omisiones con la naturaleza. Se trata de entender esta nueva 

realidad sociopolítica con el objetivo de lograr una transformación respetuosa 

con el mundo natural y su entorno, así como ha ocurrido antes con los derechos 

civiles y políticos (primera generación); los económicos, sociales y culturales 

(segunda generación), y los ambientales (tercera generación). Ahora es el 

momento de comenzar a tomar las primeras medidas para proteger de forma 

eficaz al planeta y a sus recursos antes de que sea demasiado tarde o el daño 

sea irreversible, no solo para las futuras generaciones sino para la especie 

humana. 

9.30. De esta manera, el respeto por la naturaleza debe partir de la reflexión 

sobre el sentido de la existencia, el proceso evolutivo, el universo y el cosmos. 

Esto es, de un sistema de pensamiento fundamentado en una concepción del 

ser humano como parte integral y no como simple dominador de la naturaleza 

permitiría un proceso de autorregulación de la especie humana y de su impacto 

sobre el ambiente, al reconocer su papel dentro del círculo de la vida y de la 

evolución desde una perspectiva ecocéntrica. Es a partir de esta consideración, 

por ejemplo, que se ha cimentado el respeto a algunos derechos de los 

animales. Así las cosas, se trata entonces de establecer un instrumento jurídico 

que ofrezca a la naturaleza y a sus relaciones con el ser humano una mayor 

justicia desde el reconocimiento colectivo de nuestra especie como lo sugieren 

los derechos bioculturales. 

En este mismo sentido, la diversidad biocultural como enfoque, basada, como 

se ha visto, en una perspectiva ecocéntrica, implica que las políticas, normas e 

interpretaciones sobre conservación de la biodiversidad reconozcan el vínculo 

e interrelación que existe entre cultura y naturaleza, extiendan la 
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participación de las comunidades étnicas en la definición de políticas públicas y 

marcos de regulación, y garanticen las condiciones conducentes a la 

generación, conservación y renovación de sus sistemas de conocimiento, en el 

marco de un ESD. 

La importancia de la diversidad biológica y cultural de la nación para las 

próximas generaciones y la supervivencia de nuestra riqueza natural y cultural 

plantea al Estado colombiano la necesidad de adoptar políticas públicas 

integrales sobre conservación, preservación y compensación que tomen 

en cuenta la interdependencia entre la diversidad biológica y cultural. 

Así las cosas, la diversidad biocultural representa el enfoque más integral y 

comprensivo de la diversidad étnica y cultural de cara a su protección efectiva. 

9.31. En otras palabras, la justicia con la naturaleza debe ser aplicada más allá 

del escenario humano y debe permitir que la naturaleza pueda ser sujeto de 

derechos. Bajo esta comprensión es que la Sala considera necesario dar un 

paso adelante en la jurisprudencia hacia la protección constitucional de una de 

nuestras fuentes de biodiversidad más importantes: el río Atrato. Esta 

interpretación encuentra plena justificación en el interés superior del medio 

ambiente que ha sido ampliamente desarrollado por la jurisprudencia 

constitucional y que está conformado por numerosas cláusulas constitucionales 

que constituyen lo que se ha denominado la “Constitución Ecológica” o 

“Constitución Verde”. Este conjunto de disposiciones permiten afirmar la 

trascendencia que tiene el medio ambiente sano y el vínculo de 

interdependencia con los seres humanos y el Estado. 

De lo expuesto anteriormente se derivan una serie de obligaciones de 

protección y garantía del medio ambiente a cargo del Estado quien es el primer 

responsable por su amparo, mantenimiento y conservación, que debe 

materializar a través de políticas públicas ambientales responsables 

(gobernanza sostenible), la expedición de documentos CONPES, de legislación 

en la materia y de Planes Nacionales de Desarrollo, entre otros; por supuesto, 

sin perjuicio del deber de protección y cuidado que también le asiste a la 

sociedad civil y a las propias comunidades de cuidar los recursos naturales y la 

biodiversidad. En este sentido la Sala considera pertinente hacer un llamado de 

atención a las comunidades étnicas que habitan la cuenca del río Atrato para 

que protejan, dentro del ejercicio de sus costumbres, usos y tradiciones, el 

medio ambiente del cual son sus primeros guardianes y responsables. 

Ahora bien, las acciones tomadas por las entidades estatales competentes, 

tanto del nivel local como del nivel nacional, en su mayoría han sido 

asistencialistas y aisladas, sin mayor coordinación respecto de garantizar el 

cuidado, mantenimiento o recuperación de la cuenca del río Atrato y sus 
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afluentes, como se pudo evidenciar en la falta de respuesta a estas inquietudes 

por parte de la Gobernación de Chocó, o en el reconocimiento de falta de 

personal y capacidad administrativa de Codechocó; tal y como fue corroborado 

por la Procuraduría regional de Chocó, la Defensoría del Pueblo y la Contraloría 

General en la inspección judicial realizada en la zona de ocurrencia de los 

hechos en donde la Corte pudo constatar, como ya ha sido referido en los 

fundamentos 9.14 a 9.17, que todas estas afirmaciones son ciertas y que la 

cuenca del río Atrato está bajo grave amenaza por la realización de actividades 

mineras ilegales. 

Con todo, de acuerdo a lo visto hasta este momento, en particular en el capítulo 

5, fundamentos 5.3 y 5.19 a 5.37, la regulación nacional sobre biodiversidad y 

el uso de recursos genéticos es inapropiada y registra importantes vacíos que 

afectan la protección eficaz de derechos fundamentales de las comunidades 

étnicas. Dichas deficiencias tienen su origen en un problema de entendimiento 

de la biodiversidad por parte del Gobierno y de las entidades encargadas de la 

planeación y el desarrollo del Estado colombiano. La visión que ha predominado 

es la económica, en donde la biodiversidad, el material genético y el 

conocimiento tradicional asociado son vistos como susceptibles de apropiación, 

utilización industrial y fuente de ganancias económicas. De esta manera, las 

políticas y la legislación han enfatizado el acceso para el uso y la explotación 

económica en detrimento de la protección de los derechos del medio ambiente y 

de las comunidades. 

En este sentido, y en respuesta a tal aproximación frente al manejo de la 

diversidad biológica y cultural por parte del Estado, es que resulta necesario 

adoptar enfoques integrales sobre conservación que tomen en cuenta 

la profunda relación entre la diversidad biológica y la cultural.  

9.32. En esa medida, dimensionando el ámbito de protección de los tratados 

internacionales suscritos por Colombia en materia de protección del medio 

ambiente, la Constitución Ecológica y los derechos bioculturales(fundamentos 

5.11 a 5.18), que predican la protección conjunta e interdependiente del ser 

humano con la naturaleza y sus recursos, es que la Corte declarará que el 

río Atrato es sujeto de derechos que implican su protección, 

conservación, mantenimiento y en el caso concreto, restauración. Para 

el efectivo cumplimiento de esta declaratoria, la Corte dispondrá que el Estado 

colombiano ejerza la tutoría y representación legal de los derechos del río en 

conjunto con las comunidades étnicas que habitan en la cuenca del río Atrato en 

Chocó; de esta forma, el río Atrato y su cuenca -en adelante- estarán 

representados por un miembro de las comunidades accionantes y un delegado 

del Estado colombiano. Adicionalmente y con el propósito de asegurar la 
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protección, recuperación y debida conservación del río, ambas partes deberán 

diseñar y conformar una comisión de guardianes del río Atrato cuya 

integración y miembros se desarrollará en el acápite de órdenes a proferir en la 

presente sentencia. 

Como complemento de lo anterior, resulta preciso recordar que la premisa 

central sobre la cual se cimienta la concepción de la bioculturalidad y 

los derechos bioculturales es la relación de profunda unidad entre 

naturaleza y especie humana. Esta relación se expresa en otros elementos 

complementarios como: (i) los múltiples modos de vida expresados como 

diversidad cultural están inextricablemente vinculados con la diversidad de 

ecosistemas y territorios; (ii) la riqueza expresada en la diversidad de culturas, 

prácticas, creencias y lenguajes es el producto de la interrelación coevolutiva de 

las comunidades humanas con sus ambientes y constituye una respuesta 

adaptativa a cambios ambientales; (iii) las relaciones de las diferentes culturas 

ancestrales con plantas, animales, microorganismos y el ambiente contribuyen 

activamente a la biodiversidad; (iv) los significados espirituales y culturales de 

los pueblos indígenas y de las comunidades locales sobre la naturaleza forman 

parte integral de la diversidad biocultural; y (v) la conservación de la diversidad 

cultural conduce a la conservación de la diversidad biológica, por lo que el 

diseño de política, legislación y jurisprudencia debe enfocarse por la 

conservación de la bioculturalidad316. Estos elementos, en adelante deberán 

tenerse en cuenta como parámetros para la protección de los derechos del 

medio ambiente y de la naturaleza, desde una perspectiva biocultural. 

9.33. Vulneración del derecho a la seguridad alimentaria.  

En sentido complementario, la Sala considera que las actividades de minería 

ilegal en tanto contaminan y amenazan gravemente las fuentes hídricas y los 

bosques, vulneran directamente la disponibilidad, acceso y sostenibilidad de los 

alimentos y las formas tradicionales de producción de alimentos de las 

comunidades étnicas de la cuenca del río Atrato (fundamentos 9.14 a 9.17), lo 

que implica una afectación de todos los componentes del derecho a la 

alimentación y las distintas etapas del proceso alimentario. En este punto es 

necesario recordar que las actividades mineras ilegales han desplazado por 

completo las formas tradicionales de producción de alimentos de las 

comunidades étnicas -que hoy solo representan una actividad aislada- y en su 

lugar, han impuesto un modelo de vida y de desarrollo que no es compatible 

con las prácticas ancestrales y que está afectando gravemente el tejido social y 

las costumbres de las mismas. 

Indagados sobre esta situación, y respecto de la garantía de condiciones 

básicas de seguridad alimentaria los Ministerios de Ambiente, Agricultura y el 



12 
 

DPS señalaron que han implementado algunos programas agrícolas pero 

ninguno en conjunto, cuando podrían hacerlo en torno a la Política Alimentaria y 

Nutricional, y al Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional. 

9.34. Así las cosas, la Corte encuentra que las entidades demandadas son 

responsables por la vulneración de los derechos fundamentales al agua y a la 

seguridad alimentaria de las comunidades étnicas accionantes y por la 

contaminación del río Atrato y sus afluentes producida por el desarrollo de 

actividades de explotación minera ilegal en la región, por su conducta omisiva 

al no proveer una respuesta institucional idónea y efectiva para atender y dar 

solución a la problemática denunciada. En consecuencia, se ordenarán una serie 

de medidas que permitan hacer frente a esta grave vulneración de los derechos 

fundamentales al agua y la seguridad y soberanía alimentaria, que se indicarán 

en el acápite relativo a las órdenes. 

c.- Acerca de la vulneración de los derechos fundamentales al territorio 

y a la cultura de las comunidades étnicas accionantes. 

 

9.35. La Sala debe señalar que ha constatado que en la región objeto de la 

presente tutela, la cuenca del río Atrato y sus afluentes, se ha abierto paso de 

forma alarmante el auge de la minería ilegal de oro y otros metales preciosos - 

como financiador del conflicto armado-, lo que está generando preocupantes 

conflictos socio-ambientales que se materializan en una lucha indiscriminada 

por el control de los territorios y de los recursos naturales, y tiene como 

consecuencia el desplazamiento forzado, la degradación de los ecosistemas, la 

diminución de los bosques, extinción de especies endémicas y contaminación de 

los ríos, entre otros factores que ponen en alto riesgo el patrimonio natural y 

cultural del país. 

Esta situación tiene múltiples efectos nocivos puesto que, por ejemplo, 

atentacontra la seguridad alimentaria de las comunidades étnicas -como se 

acaba de reseñar en el acápite anterior- y vulnera los derechos fundamentales 

al medio ambiente sano, a la vida, a la dignidad humana, a la salud, al agua, al 

territorio y a la cultura, entre otros, como han denunciado los accionantes del 

caso sub examine. De igual forma, la realización de actividades mineras ilegales 

tienen un fuerte impacto en las comunidades étnicas en la medida en que 

generan desplazamiento, incremento de la deserción escolar, altos índices de 

prostitución y en general atenta contra las formas tradicionales de vida de 

las comunidades al no respetar ni permitir el desarrollo de actividades 

ancestrales de subsistencia como la agricultura (siembra de plátano y 

pancoger) y la minería artesanal (barequeo), y por el contrario impone un único 

modo de sustento: la minería mecanizada. 
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En este sentido es preciso señalar que como se afirmó en el fundamento 6.3, la 

Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha reconocido que los pueblos 

indígenas, tribales y afrocolombianos tienen un concepto del territorio y de la 

naturaleza que resulta ajeno a los cánones jurídicos de la cultura occidental. 

Para estas comunidades, como se ha visto, el territorio -y sus recursos- está 

íntimamente ligado a su existencia y supervivencia desde el punto de vista 

religioso, político, social, económico e incluso hasta lúdico; por lo que no 

constituye un objeto de dominio sino un elemento esencial de los ecosistemas y 

de la biodiversidad con los que interactúan cotidianamente (v.gr. ríos y 

bosques). Es por ello que para las comunidades étnicas el territorio no recae 

sobre un solo individuo -como se entiende bajo la concepción clásica del 

derecho privado- sino sobre todo el grupo humano que lo habita, de modo que 

adquiere un carácter eminentemente colectivo. 

9.36. Otra de las consecuencias del desarrollo intensivo de actividades mineras 

ilegales, es el asentamiento de un único modelo económico -que excluye a los 

demás- para el departamento del Chocó dirigido por grupos armados al margen 

de la ley, extranjeros y narcotraficantes como ha sido señalado por los informes 

que la Defensoría del Pueblo y que la Procuraduría General de la Nación han 

aportado al expediente de la referencia. Este “modelo de desarrollo de la 

minería ilegal” traído -principalmente- por extranjeros y actores armados se ha 

agravado en los últimos 20 años y atenta directamente contra las comunidades 

étnicas, ya que se ejecuta en sus territorios colectivos y está erosionando sus 

costumbres, usos y tradiciones ancestrales lo que implica una afectación a su 

derecho a la supervivencia física, cultural y espiritual. El impacto de la minería 

ilegal es tan fuerte que, como han señalado los accionantes, ha llegado a 

separar familias, a incrementar la violencia y a estimular la pérdida de las 

creencias y tradiciones ancestrales de las comunidades negras que habitan la 

cuenca del río Atrato en Chocó. 

Lo anterior supone un inminente riesgo no solo para la existencia física, la 

perpetuación y reproducción de las tradiciones y la cultura ancestral, sino del 

hábitat y los recursos naturales del lugar en donde se construye, afianza y 

desarrolla la identidad de las comunidades accionantes como grupos étnicos. En 

este punto, la Sala considera necesario advertir que esta amenaza no solo 

proviene de la llamada minería ilegal, sino también de la minería con título o 

legal, que cuando no se realiza cumpliendo con los requisitos legales exigidos o 

con adecuado control del Estado, produce afectaciones al territorio, al medio 

ambiente y a las comunidades étnicas que habitan las zonas en donde se 

desarrolla la explotación minera. 
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9.37. Respecto de lo anterior, aunque no es parte del objeto de la tutela 

estudiada, para la Sala es importante reiterar que respecto de la actividad 

minera legal que las comunidades étnicas han comentado se realiza en la región 

objeto de estudio, el derecho a la consulta previa es un derecho fundamental 

que no puede ser desconocido. En efecto, desde sus primeras sentencias la 

Corte le ha dado el tratamiento de derecho fundamental a la consulta previa, 

del cual son titulares todos los grupos étnicos del país. En la jurisprudencia 

relacionada, la Corte, salvo por razones de inmediatez o ante la circunstancia 

de encontrar elementos de juicio que permitan dilucidar que la consulta previa 

sí se efectuó, ha ordenado mayoritariamente ante la gravedad de los problemas 

estudiados la suspensión de los proyectos u obras que tienen la potencialidad 

de afectar o que han afectado territorios de comunidades étnicas hasta que no 

se garantice el derecho a la consulta previa. Del mismo modo, recientemente se 

ha ordenado la búsqueda del consentimiento libre, previo e informado. Además, 

se han adoptado otras medidas como la indemnización, reparación o 

compensación de las comunidades afectadas cuando el daño ha sido ocasionado 

o cuando se advierte la potencialidad del mismo. 

La Corte considera importante reiterar la trascendencia por el respeto del 

derecho a la consulta previa en el presente caso puesto que en la actualidad, el 

panorama minero en Chocó es el siguiente: de acuerdo con cifras del Ministerio 

de Minas y Energía y la ANM, en el departamento de Chocó existen 242 títulos 

mineros vigentes, de los cuales los municipios de Quibdó y Riosucio tienen el 

mayor porcentaje (20% y 10.7% respectivamente); seguidos de los municipios 

de El Carmen (11.5%), Bagadó y Condoto (10%), y Tadó (6%). Por otra parte, 

según el Censo Minero realizado por el Ministerio de Minas y Energía entre 2010 

y 2011 se censaron en el departamento del Chocó 527 unidades de producción 

minera, de las cuales el 99.2% no contaban con título minero inscrito en el 

registro nacional minero, lo cual implica que trabajan en la ilegalidad. Sin 

embargo, al no existir datos actualizados ni precisos, esta información puede 

ser simplemente una aproximación que no permite constatar qué clase de 

minería se realiza, si es legal o ilegal, y dónde se está ejecutando, no solo en el 

departamento de Chocó sino a nivel nacional. 

9.38. En este orden de ideas, la Corte considera que es responsabilidad del 

Gobierno nacional y de las autoridades mineras y ambientales realizar procesos 

integrales de erradicación de la minería ilegal, y en los casos donde se 

desarrollan proyectos de minería legal, realizar consulta previa a comunidades 

étnicas cuando estas actividades se realicen en sus territorios colectivos o 

cuando estas afecten directamente sus territorios y sus formas tradicionales de 

vida. Para la Sala es claro, de acuerdo a lo analizado en las pruebas obrantes 

en el expediente y en la inspección judicial, que se ha presentado una 
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vulneración de los derechos al territorio y a la cultura (entendida como todas 

las manifestaciones que definen su forma de vida) de las comunidades étnicas 

de la cuenca del río Atrato como consecuencia de la ejecución de actividades de 

explotación minera ilegal. Asimismo, preocupa a la Sala la denuncia de varias 

organizaciones y expertos, como ya se reseñó en el capítulo 7, fundamentos 

7.20 y 7.21 de esta providencia, ante la realización de actividades mineras 

legales e ilegales en zonas protegidas y en parques nacionales, prácticas que 

están prohibidas y que en caso de darse, deben ser suspendidas de inmediato. 

Respecto de lo anterior, este Tribunal encuentra que las entidades demandadas 

han vulnerado los derechos fundamentales al territorio y a la cultura de las 

comunidades étnicas de la cuenca del río Atrato (Chocó), por su conducta 

omisiva al permitir que se desarrollen en sus territorios colectivos actividades 

de minería ilegal que terminan amenazando y transformando por completo sus 

formas tradicionales de vida. En consecuencia, se ordenarán una serie de 

medidas que permitan hacer frente a esta grave vulneración de los derechos 

fundamentales a la cultura y al territorio, que se indicarán en el acápite relativo 

a las órdenes. 

9.39. En conclusión, después de haber (i) reseñado y constatado cada una de 

las afectaciones a los derechos fundamentales invocados por las comunidades 

demandantes en la presente acción de tutela, (ii) de haber valorado las pruebas 

allegadas al expediente (informes, contestaciones, conceptos, intervenciones) y 

de la inspección judicial practicada por el despacho del Magistrado 

Sustanciador, la Sala concluye que en el caso sometido a su estudio, se 

presenta una grave vulneración de los derechos a la vida, a la salud, al agua, a 

la seguridad alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura y al territorio de 

las comunidades étnicas que habitan la cuenca del río Atrato, sus afluentes y 

territorios aledaños en el marco de lo que se ha denominado “el Chocó 

biogeográfico”, imputable a las entidades estatales demandadas (tanto del 

orden local como del nacional) por omisión en el cumplimiento de sus deberes 

legales y constitucionales, al no tomar medidas efectivas, concretas y 

articuladas para enfrentar y dar solución a la realización de actividades 

intensivas de minería ilegal en la zona de los hechos. 

Así las cosas, debe reiterar la Corte que la grave situación analizada en esta 

providencia también tiene su origen en una falta de presencia estatal en el 

departamento del Chocó que se traduzca en el diseño, construcción e 

implementación de instituciones fuertes y políticas públicas integrales que 

permitan la construcción de un ESD en la región, donde se garanticen unas 

condiciones mínimas (o puntos de partida esenciales), que permitan el 
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desarrollo de una vida digna, plena en el ejercicio de derechos y en condiciones 

de bienestar para todos los chocoanos. 

9.40. Finalmente, considera la Sala que las comunidades étnicas que habitan la 

cuenca del río Atrato tienen derecho a que las entidades estatales demandadas 

y el Estado colombiano les garanticen sus derechos fundamentales. Y a que lo 

hagan con planes y programas destinados al mejoramiento de su calidad de 

vida y a la protección integral de sus derechos fundamentales, tal y como se 

reseñó en capítulo 4, fundamentos 4.5 a 4.21. Las comunidades étnicas del 

Chocó, como sujetos especiales protegidos por la Constitución y nuestra 

fórmula de ESD, tienen derecho a vivir en condiciones plenas de justicia social, 

dignidad humana y bienestar general como en cualquier otra sociedad que 

aspira al logro del bienestar y también a la consecución de la felicidad. En este 

sentido, la finalidad última del juez constitucional, en cualquier instancia, es la 

realización de la justicia material; en consecuencia esta Corte concederá la 

acción de tutela y los derechos invocados por las comunidades étnicas 

accionantes a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al 

medio ambiente sano, a la cultura y al territorio, para lo cual dará una 

serie de órdenes concretas que permitan enfrentar la difícil situación 

que ha generado la explotación minera ilegal en la cuenca del río 

Atrato. 

9.41. Sobre los efectos inter comunis de la presente providencia. Un aspecto 

final a resaltar es que la vulneración de derechos fundamentales en el caso sub 

examine ha recaído sobre una población de gran tamaño. Como ya se ha 

reseñado en esta providencia entre las comunidades accionantes se encuentra 

el Consejo Comunitario Mayor de la Organización Popular Campesina del Alto 

Atrato (Cocomopoca) que está integrado por 3.200 familias, el Consejo 

Comunitario Mayor de la Asociación Campesina Integral del Atrato (Cocomacia) 

integrado por 120 comunidades y el Foro Inter-étnico Solidaridad Chocó (Fisch) 

por 47 organizaciones. 

De esta manera, la Sala debe anotar que las poblaciones reseñadas son sólo 

algunos de los colectivos accionantes, cuyo número puede aumentar si se tiene 

en cuenta que las comunidades potencialmente afectadas son todas aquellas 

que habitan la cuenca del río Atrato y sus afluentes, lo que involucra a buena 

parte de la población del departamento del Chocó, y por tanto, esta providencia 

tendrá -de manera excepcional- efectos inter comunis, con el objeto de 

amparar los derechos de comunidades étnicas que aún cuando no hayan 

promovido esta acción constitucional se encuentren igualmente afectadas por 

los hechos denunciados, con el fin de dar a todos los miembros de una misma 

comunidad un trato igualitario y uniforme que asegure el goce efectivo de sus 



17 
 

derechos fundamentales. Por las razones expuestas, la Corte amparará los 

derechos fundamentales de los consejos comunitarios accionantes con efectos 

inter comunis para toda persona o comunidad que habite la cuenca del río 

Atrato, sus afluentes y territorios aledaños, en la medida en que la población 

afectada por los hechos denunciados en esta acción podría ser muy superior a 

la representada por los demandantes.  

d.- Algunas consideraciones en materia de política pública minero-

energética. 

 

9.42. Visto lo anterior, la Sala debe señalar que las entidades accionadas (tanto 

del orden local como del nacional), si bien han desplegado algunos esfuerzos en 

materia presupuestal y administrativa para conjurar las causas y consecuencias 

que tiene la actividad minera ilegal en las poblaciones y el medio ambiente, 

estos han resultado insuficientes por diversas razones, como ya ha sido 

explicado con suficiencia en esta providencia. 9.43. La Corte ha detectado que 

las recomendaciones hechas por los diferentes organismos de control como la 

Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y la Contraloría 

General de la República sobre la grave situación de la minería ilegal en Chocó 

no han podido ser cumplidas debido a la alta complejidad que las mismas 

revisten y que, en muchos casos, sobrepasan la capacidad institucional, 

presupuestal y de articulación de las entidades a cargo, desde el nivel local 

hasta el nacional, como se vio en el fundamento 9.18 de la presente 

providencia. 9.44. Esta Corporación no desconoce que la actividad minera ilegal 

es sumamente compleja en la medida en que conjuga varios factores a un 

mismo tiempo: pobreza, falta de oportunidades, desigualdad, prostitución, 

ilegalidad, violencia, actores armados, posconflicto, por nombrar solo algunos. 

Sin embargo, entiende que el asunto bajo estudio tiene su origen en una serie 

de problemas estructurales en el departamento de Chocó (que escapan, por su 

dimensión, al objeto de la presente acción de tutela), a los que se suman, ya en 

el caso concreto, algunos aspectos relativos a la política minero-energética 

colombiana que deberían evaluarse sobre todo en lo que tiene que ver con su 

diseño e implementación. Sobre este particular, la Sala presentará algunas 

consideraciones a continuación. 

9.45. En primer lugar, para la Sala es importante señalar que, ante una política 

nacional minera que está dirigida a estimular en el presente y en los años por 

venir un mayor consumo de los recursos naturales, es indispensable que el 

Estado colombiano, en igual medida, construya una gobernanza sostenible y 

fortalezca sus instituciones -en especial en los niveles municipal y 

departamental- de manera que estas puedan responder de forma efectiva y 

responsable a los grandes desafíos que esta industria representa, sobre todo en 
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relación con sus costos y beneficios, y también, con el creciente fenómeno de la 

minería ilegal. En efecto, si el Estado descuida su responsabilidad de otorgarle 

el mayor amparo posible a nuestros recursos naturales, acaba trasladándola 

sobre la ciudadanía y las comunidades locales, que, en consecuencia, tendrían -

en caso de darse tal situación- que enfrentarse contra la misma administración, 

los empresarios, las multinacionales y los trabajadores mineros. 

Por supuesto, la Corte no pretende desconocer los esfuerzos del Gobierno ni las 

disposiciones legales que propenden por la protección y preservación del medio 

ambiente sano e incluso por un desarrollo sostenible de la minería, pero ha 

constatado que éstas en la realidad (en las regiones, en los hechos) han 

perdido su efecto vinculante y se han convertido en lo que la doctrina ha 

calificado como “la eficacia simbólica del derecho”. En este orden de ideas, en 

opinión de la Sala, para enfrentar este fenómeno, por ejemplo, resultaría 

preciso que el Gobierno nacional construya una política pública minero-

energética que tenga en cuenta las realidades ambientales y sociales 

de la nación, que pasan por el cambio climático, la crisis de la biodiversidad y 

el aumento de la devastación ambiental como consecuencia del desarrollo de 

industrias extractivas. 

Adicionalmente, la Sala considera que sería conveniente que las entidades 

competentes -como la Presidencia de la República, el Ministerio de Interior, el 

Ministerio de Ambiente, el Ministerio de Hacienda y el Departamento Nacional 

de Planeación e incluso con el apoyo del Ministerio de Justicia-, elaboren un 

plan de fortalecimiento institucional con el objeto de dotar a las entidades 

regionales de herramientas suficientes -en términos de capacidad institucional, 

recursos financieros y planta de personal- para poder enfrentar de forma 

efectiva toda actividad minera ilegal con especial énfasis en (i) las autoridades 

ambientales de la región -Codechocó y Corpourabá-; (ii) las administraciones 

municipales de Chocó así como al departamento; y (iii) los despachos judiciales 

y dependencias de la Fiscalía General de la Nación y las entidades que hacen 

parte del Ministerio Público (Procuraduría General de la Nación, Defensoría del 

Pueblo y Personerías) y organismos de control (Contraloría General de la 

República) que desarrollan actividades en la región. 

Finalmente, otro aspecto a tener en cuenta es la insuficiente cultura ambiental 

por falta de visión global y a largo plazo favorece el aprovechamiento no 

sostenible de los recursos naturales, que deriva en conflictos por el dominio de 

lo rentable. Existe, entonces, una corresponsabilidad en su protección y 

conservación, radicada en la ciudadanía, la empresa y el Estado. En este 

sentido, Colombia debe transitar hacia la conciencia y sensibilización ambiental, 

comenzando desde las comunidades quienes también tienen la responsabilidad 
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de preservar y cuidar el medio ambiente. Para ello es indefectible fortalecer una 

pedagogía constitucional que favorezca los valores de la diversidad biológica y 

la heterogeneidad cultural, con el objetivo de movilizar hacia una nueva 

racionalidad humana fundamentada en la protección y respeto de la naturaleza 

como expresión de evolución y civilización. 

De esta forma, es importante que se fortalezca el ámbito de aplicación y el 

alcance de los proyectos ambientales escolares o “PRAE” que hacen parte de la 

“política nacional de educación ambiental” complementada por la Ley 1549 de 

2012 para que los PRAE con énfasis en las regiones sean una realidad, 

especialmente, en zonas rurales y de gran biodiversidad como lo son las 

regiones Amazónica y Pacífica, por ejemplo. 

9.46. En segundo lugar, debe señalarse que el actual Código Minero -Ley 681 

de 2001-, como lo ha encontrado este Tribunal en recientes sentencias (como la 

T- 766 de 2015, la C-035 de 2016 y la C-273 de 2016) presenta una serie de 

problemas de ejecución de cara al ordenamiento constitucional vigente. Dichos 

problemas para regular la actividad minera en el país ya han sido evidenciados 

por la Corporación en las providencias antes mencionadas, en las que 

respectivamente, se suspendieron las áreas estratégicas mineras, se prohibió la 

realización de minería en los páramos y se declaró inconstitucional la 

prohibición a los entes territoriales de oponerse a la realización de actividades 

mineras en sus jurisdicciones. 

En este sentido, llama la atención de la Corte que frente a este panorama 

pueda presentarse un déficit de protección en materia minera y ambiental 

respecto de la falta de actualización del Código Minero. A este respecto debe 

recordarse que tras la decisión de declarar inconstitucional la Ley 1382 de 2010 

(o reforma al Código Minero de 2001) mediante la sentencia C-366 de 2011, el 

Estado colombiano no ha cumplido hasta el momento con la obligación de 

expedir una nueva regulación minera que siga los lineamientos que es su 

momento se le indicaron por la Corte Constitucional. Este hecho cobra aún 

mayor importancia cuando en el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 el 

Estado colombiano se impone como obligación “atender de manera prioritaria la 

expedición de la regulación legal necesaria con el fin de organizar la actividad 

minera existente (…) desde una visión territorial y ambientalmente 

responsable”. 

A este mismo respecto, aunque el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 

señala que “la autoridad minera continuará su proceso de fortalecimiento y 

consolidación a través de la puesta en marcha del catastro y registro minero, la 

agilidad en los tiempos de respuesta, la fiscalización y la presencia regional” de 

acuerdo a las pruebas estudiadas y los documentos enviados por el Ministerio 
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de Minas y Energía y la Agencia Nacional de Minería en el trámite de revisión, 

estos propósitos no se han llevado a la práctica, en la medida en que no se ha 

constituido un sistema general de información y catastro minero completo y 

actualizado. 

Ahora bien, en lo referente a la política pública estatal para hacer frente a la 

minería ilegal, el gobierno ha dispuesto que se: “deberá consolidar un grupo 

interinstitucional especializado en prevenir y controlar la extracción 

ilícita de minerales y se expedirá la reglamentación necesaria para 

establecer sanciones administrativas y económicas de estas conductas, 

la judicialización de los responsables, y la disposición de los bienes 

utilizados y productos de esta actividad”. 

Como se ha podido evidenciar en el análisis del caso concreto, a pesar de las 

medidas que ha tomado el Estado colombiano para enfrentar esta situación (a 

nivel del Plan Nacional de Desarrollo y de una serie de disposiciones legales y 

reglamentarias), ha faltado una gran capacidad de concreción, articulación y 

ejecución para que las medidas diseñadas sean efectivas y permitan dar 

solución al fenómeno de la minería ilegal. 

En la actualidad, tanto la jurisprudencia reciente en materia minera, como la 

valoración de las pruebas allegadas al expediente y la visita realizada por la 

Corte al departamento de Chocó permiten concluir que resulta necesario 

evaluar el modelo minero-energético en vigencia con el objeto de lograr un 

mayor control de la actividad minera ilegal, que a su vez, tiene importantes 

repercusiones en la minería que se realiza de forma legal. 

9.47. En tercer lugar, existe una preocupante falta de información sobre la 

realidad minera regional en el Chocó que se traduce en la inexistencia de 

censos, documentos o investigaciones actualizadas y de referencia que 

permitan identificar los principales lugares donde se desarrolla esta actividad y 

qué clase de impacto tiene; al respecto, la Corte considera que las autoridades 

mineras deben realizar lo antes posible un censo minero regional que permita 

saber a ciencia cierta en dónde se realizan procesos de minería legal e ilegal, 

para que así se puedan tomar decisiones de política pública coherentes y que 

tengan vocación de ser cumplidas. Este censo deberá ser diseñado con carácter 

diferenciado para que así se pueda saber qué clase de minería se está 

realizando, si es tradicional, pequeña, mediana o grande, lo cual es de vital 

importancia para poder desarrollar procesos de formalización. En este sentido, 

la Sala exhorta a las autoridades competentes con el objeto de que realicen un 

censo minero regional en el departamento de Chocó. 
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9.48. En cuarto lugar, sin información precisa y confiable el Estado no puede 

diseñar y mucho menos ejecutar una política pública de largo plazo sobre 

minería en general o para combatir de forma eficiente, por ejemplo, el 

preocupante fenómeno de la minería ilegal. Respecto de este último, la Sala 

valora las acciones y los operativos (que han incluido con algunas detenciones, 

incautaciones y capturas) realizados por las entidades competentes como el 

Ministerio de Defensa o la Fiscalía General de la Nación para combatir la minería 

ilegal, sin embargo, estima que es necesario que estas acciones se desarrollen 

con mayor frecuencia, planeación y coordinación; pero sobre todo con vocación 

de permanencia en el tiempo, es decir, con una periodicidad, seguimiento e 

indicadores que permitan establecer de forma precisa el impacto de sus 

resultados y la erradicación de tal actividad ilegal. 

La implementación de una estrategia unificada con base en información actual y 

precisa permitiría fortalecer la explotación minera legal y un enfrentamiento 

integral de la minería ilegal como actividad que vulnera no sólo los derechos de 

las comunidades y del medio ambiente sino que es clave para la construcción 

de la paz y del posconflicto en regiones del país que han sido históricamente 

afectadas por la violencia como el Chocó. 

9.49. En quinto lugar, no deja de llamar la atención de la Corte la falta de una 

regulación pública del comercio del oro. Como se desprende del análisis 

probatorio, este mineral es la nueva estrategia de financiación del conflicto 

armado y del narcotráfico. Al no estar regulado dicho comercio, ni su relación 

con el lavado de activos, como lo evidenciaron en sus respuestas el Ministerio 

de Hacienda y la Unidad de Información y Análisis Financiero, esta actividad 

continúa en la impunidad siendo sumamente rentable para los actores del 

conflicto, el narcotráfico y el crimen organizado, pero además con una 

consecuencia aún más preocupante: estimulando la minería de oro ilegal. Hoy 

no es posible determinar qué oro proviene de qué fuente, si es legal o no, que 

actividades está financiando y tampoco es posible perseguir a quienes están 

detrás de esta empresa ilegal. En este sentido, la Corte exhortará al Ministerio 

de Hacienda y la Unidad de Información y Análisis Financiero que establezcan 

una regulación nacional para el comercio de oro, que permita a las entidades 

correspondientes investigar, identificar y seguir el camino del comercio de este 

mineral hasta llegar a sus generadores en conexión con la explotación minera 

relacionada. 

9.50. Por último, ante la grave vulneración de derechos fundamentales que la 

minería ilegal y otras problemáticas estructurales están causando en el 

departamento del Chocó, la Corte se permite recordarle al Estado colombiano, 

en su conjunto, en el nivel nacional en cabeza del Gobierno y en el nivel 
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regional en cabeza de las autoridades departamentales y municipales, que 

conforme a la Constitución Política tiene una serie de obligaciones 

constitucionales irrenunciables con el único objeto de garantizar la plena 

vigencia de los derechos fundamentales del pueblo colombiano. Que de acuerdo 

al Preámbulo, consisten en “asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, 

el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro 

de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un orden 

político, económico y social justo”. Objetivos que van a ser desarrollados y 

reiterados en los artículos 1º (Estado social de derecho), 2º (Fines del Estado), 

5º (Supremacía de los derechos de la persona), 7º (Protección de la diversidad 

étnica y cultural), 8º (Protección de la riqueza cultural y natural de la Nación) 

11 (Inviolabilidad del derecho a la vida), 12 (Integridad personal), 13 (Derecho 

a la igualdad), 16 (Derecho al libre desarrollo de la personalidad), 22 (Derecho 

a la paz), 44 (Derecho de los niños), 48 (Derecho a la seguridad social), 49 ( 

Derecho a la salud y al saneamiento básico), 63 (Protección del patrimonio 

público), 64 (Garantía de acceso progresivo a la propiedad de la tierra), 65 

(Derecho a la seguridad alimentaria), 67 (Derecho a la educación), 70 (Derecho 

a la cultura), 72 (Protección del patrimonio cultural), 79 (Derecho al medio 

ambiente sano), 80 (Protección de los recursos naturales), 188 y 189 

(Funciones y obligaciones del Presidente de la República), 288 (Ordenamiento 

territorial), 298 (Régimen departamental), 311 (Régimen municipal), 339 

(Planes Nacionales de Desarrollo), 356 y 357 (Sistema general de 

participación), 365 (Servicios públicos eficientes) y 366 (Garantía de bienestar 

general). 

De igual importancia resulta reiterar que el Estado y sus autoridades disponen, 

por creación constitucional, de una serie de herramientas para atender y 

enfrentar toda clase de emergencias económicas, sociales y ecológicas que de 

manera masiva y sistemática amenacen los derechos fundamentales de sus 

ciudadanos. El artículo 215 de la Constitución señala que el Gobierno tiene la 

facultad de utilizar la figura de los estados de emergencia, “cuando 

sobrevengan hechos distintos de los previstos en los artículos 212 y 213 que 

perturben o amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden 

económico, social y ecológico del país, o que constituyan grave calamidad 

pública”. De esta manera, para la Corte es claro que el Estado colombiano, en 

los niveles -nacional, regional y local cuenta con una serie de herramientas 

legales para enfrentar la grave crisis humanitaria, social y ambiental que se 

presenta en el departamento de Chocó. 

9.51. En sentido complementario y en relación con los graves problemas 

estructurales denunciados por las comunidades étnicas chocoanas (que superan 

ampliamente el alcance de la presente acción constitucional) en materia de 
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desplazamiento forzado, vulneraciones de derechos humanos y DESC, carencias 

en materia de educación, coberturas en acueducto, alcantarillado y 

saneamiento básico, y otra clase de necesidades básicas insatisfechas, la Sala 

exhortará al Gobierno nacional para que dé efectivo cumplimiento a las 

recomendaciones contenidas en la resolución 64 de 2014 (emanada de la 

Defensoría del Pueblo) y proceda a conformar en el menor tiempo posible, la 

“Comisión Interinstitucional para el Chocó” que es la instancia diseñada por la 

resolución en comento, cuyo propósito es lograr una verificación y seguimiento 

a la ejecución de las medidas y acciones propuestas sugeridas por el ya referido 

documento. 

10.-ÓRDENES.  

 

10.1. Esta Corporación ha emitido varios tipos de órdenes, dependiendo de la 

magnitud del problema que genera la vulneración de los derechos objeto de 

tutela. Ha proferido órdenes de ejecución simple, generalmente referidas a 

órdenes de abstención o de acción que pueden ser efectuadas por una 

autoridad sin el concurso de otras. También ha dictado órdenes complejas y 

mandatos estructurales, que exigen procesos de articulación y ejecución 

compleja, involucran a varias autoridades y requieren acciones coordinadas.  

En el presente caso, en razón a su complejidad y a los enormes desafíos que 

representa en términos de cumplimiento, la Sala Sexta de Revisión dará tanto 

órdenes de ejecución simple como órdenes complejas dirigidas a garantizar los 

derechos fundamentales de las comunidades étnicas de la cuenca del río Atrato, 

independientemente de que hayan o no acudido a la acción de tutela para la 

protección de sus derechos, por esta razón, el efecto de la sentencia será inter 

comunis. 

La finalidad de estas órdenes es que las entidades encargadas de atender los 

múltiples problemas descritos establezcan, en un plazo prudencial, y dentro de 

la órbita de sus competencias, las medidas, las acciones y los correctivos que 

sean necesarios para superar la grave crisis que en materia de minería ilegal 

afecta a las poblaciones involucradas en el departamento del Chocó.  

Estas órdenes están dirigidas -en términos generales- a que se adopten 

decisiones efectivas y concretas que permitan superar de forma progresiva y 

permanente tanto la insuficiencia de recursos, como las falencias en la 

capacidad institucional, con fundamento en el principio constitucional de 

colaboración armónica entre poderes públicos para asegurar la protección 

efectiva de los derechos fundamentales y la plena vigencia de la Constitución 

Política en el departamento del Chocó.  
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10.2. A continuación, se reseñan las órdenes a proferir en la presente 

sentencia:  

1.- Se reconocerá al río Atrato, su cuenca y afluentes como una entidad 

sujeto de derechos a la protección, conservación, mantenimiento y 

restauración a cargo del Estado y las comunidades étnicas, conforme a lo 

señalado en la parte motiva de este proveído en los fundamentos 9.27 a 9.32.  

En consecuencia, la Corte ordenará al Gobierno nacional que ejerza la tutoría y 

representación legal de los derechos del río (a través de la institución que el 

Presidente de la República designe, que bien podría ser el Ministerio de 

Ambiente) en conjunto con las comunidades étnicas que habitan en la cuenca 

del río Atrato en Chocó; de esta forma, el río Atrato y su cuenca -en adelante- 

estarán representados por un miembro de las comunidades accionantes y un 

delegado del Gobierno colombiano, quienes serán los guardianes del río. Con 

este propósito, el Gobierno, en cabeza del Presidente de la República, deberá 

realizar la designación de su representante dentro del mes siguiente a la 

notificación de esta sentencia. En ese mismo período de tiempo las 

comunidades accionantes deberán escoger su representante. 

Adicionalmente y con el propósito de asegurar la protección, recuperación y 

debida conservación del río, los representantes legales del mismo deberán 

diseñar y conformar, dentro de los tres (3) meses siguientes a la notificación de 

esta providencia una comisión de guardianes del río Atrato, integrada por 

los dos guardianes designados y un equipo asesor al que deberá invitarse al 

Instituto Humboldt y WWF Colombia, quienes han desarrollado el proyecto de 

protección del río Bita en Vichada y por tanto, cuentan con la experiencia 

necesaria para orientar las acciones a tomar. Dicho equipo asesor podrá estar 

conformado y recibir acompañamiento de todas las entidades públicas y 

privadas, universidades (regionales y nacionales), centros de investigación en 

recursos naturales y organizaciones ambientales (nacionales e internacionales), 

comunitarias y de la sociedad civil que deseen vincularse al proyecto de 

protección del río Atrato y su cuenca. 

Sin perjuicio de lo anterior, el panel de expertos que se encargará de verificar 

el cumplimiento de las órdenes de la presente providencia (numeral 8) también 

podrá supervisar, acompañar y asesorar las labores de los guardianes del río 

Atrato. 

2.- Se ordenará al Ministerio de Ambiente, al Ministerio de Hacienda, al 

Ministerio de Defensa, a Codechocó y Corpourabá, a las Gobernaciones de 

Chocó y Antioquia, y a los municipios demandados -con el apoyo técnico del 

Instituto Humboldt, las Universidades de Antioquia y Cartagena, el Instituto de 
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Investigaciones Ambientales del Pacífico, WWF Colombia y las demás 

organizaciones nacionales e internacionales que determine la Procuraduría 

General de la Nación- y en conjunto con las comunidades étnicas accionantes, 

que dentro del año siguiente a la notificación de la sentencia, se diseñe y ponga 

en marcha un plan para descontaminar las fuentes hídricas del Chocó, 

comenzando por la cuenca del río Atrato y sus afluentes, los territorios 

ribereños, recuperar sus ecosistemas y evitar daños adicionales al 

ambiente en la región. Este plan incluirá medidas como: (i) el 

restablecimiento del cauce del río Atrato, (ii) la eliminación de los bancos de 

área formados por las actividades mineras y (iii) la reforestación de zonas 

afectadas por minería legal e ilegal. Adicionalmente, este plan incluirá una serie 

de indicadores claros que permitan medir su eficacia y deberá diseñarse y 

ejecutarse de manera concertada con los pobladores de la zona, así como 

garantizar la participación de las comunidades étnicas que allí se asientan en el 

marco del Convenio 169 de la OIT. 

3.- En igual medida, se ordenará al Ministerio de Defensa, a la Policía Nacional - 

Unidad contra la Minería Ilegal, al Ejército Nacional de Colombia, a la Fiscalía 

General de la Nación, a las gobernaciones de Chocó y Antioquia y a los 

municipios demandados, en conjunto con las comunidades étnicas accionantes 

y con el acompañamiento del Ministerio de Relaciones Exteriores, que diseñen e 

implementen dentro de los seis (6) meses siguientes a la notificación de esta 

providencia, un plan de acción conjunto para neutralizar y erradicar 

definitivamente las actividades de minería ilegal que se realicen no solo 

en el río Atrato y sus afluentes, sino también en el departamento de 

Chocó. En este sentido, la Corte reitera que es obligación del Estado 

colombiano judicializar y erradicar definitivamente toda actividad minera ilegal 

que se realice en el país. 

Las acciones antes referidas deberán incluir la incautación y neutralización de 

las dragas -y en general de la maquinaria utilizada en estas labores-, la 

restricción y prohibición del tránsito de insumos como combustible y sustancias 

químicas asociadas (mercurio, cianuro) y la judicialización de las personas y 

organizaciones responsables. Asimismo, este proceso estará acompañado por el 

Ministerio de Relaciones Exteriores en lo que tenga que ver con la situación de 

extranjeros que realicen actividades de minería ilegal. 

Por último, estas medidas deberán incluir indicadores claros y precisos que 

permitan realizar una evaluación y seguimiento eficaz a las medidas adoptadas. 

4.- Como complemento de lo anterior, se ordenará al Ministerio de Agricultura, 

al Ministerio de Interior, al Ministerio de Hacienda, al Departamento de 

Planeación Nacional, al Departamento para la Prosperidad Social, a las 
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Gobernaciones de Chocó y Antioquia y a los municipios accionados que de 

manera concertada con las comunidades étnicas accionantes, diseñen e 

implementen dentro de los seis (6) meses siguientes a la notificación de esta 

providencia un plan de acción integral que permita recuperar las formas 

tradicionales de subsistencia y alimentación en el marco del concepto de 

etnodesarrollo que aseguren mínimos de seguridad alimentaria en la zona, que 

han dejado de realizarse por la contaminación de las aguas del río Atrato y por 

el desarrollo intensivo de la actividad minera ilegal. 

Este plan también deberá estar dirigido a restablecer los derechos de las 

comunidades étnicas que habitan la cuenca del río Atrato, especialmente en lo 

que tiene que ver con la recuperación de su cultura, participación, territorio, 

identidad, modo de vida y actividades productivas, incluida la pesca, la caza, la 

agricultura, la recolección de frutos y la minería artesanal. En este sentido, las 

medidas que se tomen deberán ir enfocadas a garantizar: (i) la soberanía 

alimentaria de las comunidades y (ii) prevenir su desplazamiento involuntario 

de la zona por actividades mineras ilegales y daños ambientales. 

Estas medidas deberán incluir indicadores claros y precisos que permitan 

realizar una evaluación y seguimiento eficaz a las medidas adoptadas. 

5.- Igualmente, se ordenará al Ministerio de Ambiente, al Ministerio de Salud y 

al Instituto Nacional de Salud, a Codechocó y Corpourabá -con el apoyo y la 

supervisión del Instituto Humboldt, las Universidades de Antioquia y Cartagena, 

el Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico y WWF Colombia- que 

realicen estudios toxicológicos y epidemiológicos del río Atrato, sus 

afluentes y comunidades, los cuales no pueden tardar más de tres (3) meses 

en dar inicio ni exceder de nueve (9) meses para su culminación, a partir de la 

notificación de la presente providencia, en los que se determine el grado de 

contaminación por mercurio y otras sustancias tóxicas, y la posible afectación 

en la salud humana de las poblaciones, consecuencia de las actividades de 

minería que usan estas sustancias.  

Adicionalmente, estas entidades deberán estructurar una línea base de 

indicadores ambientales con el fin de contar con instrumentos de medida 

que permitan afirmar la mejora o desmejora de las condiciones de la cuenca del 

río Atrato en el futuro. 

6.- Se ordenará a la Procuraduría General de la Nación, a la Defensoría del 

Pueblo y a la Contraloría General de la República que conforme a sus 

competencias legales y constitucionales realicen un proceso de 

acompañamiento y seguimiento al cumplimiento y ejecución de todas las 

órdenes pronunciadas en los numerales anteriores, en el corto, mediano y 
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largo plazo a partir de la notificación de la presente sentencia. Dicho 

proceso será liderado y coordinado por la Procuraduría General de la 

Nación quien rendirá informes y estará bajo la supervisión general del 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca (juez de primera instancia en el 

trámite de tutela) y la Corte Constitucional, quien en todo caso, se 

reserva la competencia para verificar el cumplimiento de las órdenes 

proferidas en esta providencia. Para este efecto, la Procuraduría General 

de la Nación tendrá que convocar dentro de los tres (3) meses siguientes 

a la notificación de esta sentencia un panel de expertos que asesore el 

proceso de seguimiento y ejecución –de acuerdo con su experiencia en los 

temas específicos-, siempre con la participación de las comunidades 

accionantes, con el objeto de establecer cronogramas, metas e 

indicadores de cumplimiento necesarios para la efectiva implementación 

de las órdenes aquí proferidas. 

*** 

Nota al Pie: PANEL DE EXPERTOS 

Dicho panel de expertos podrá estar compuesto por diversas entidades, ONG y 

centros académicos que durante el trámite de revisión manifestaron su interés 

de participar en el desarrollo de las órdenes que la Corte profiriera. En su orden 

son: (i) el Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad -Dejusticia-, (ii) 

la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos en Colombia, (iii) el Centro de Estudios “Tierra Digna” y los 

representantes de las comunidades accionantes, (iv) la Fiscalía General de la 

Nación; (v) los departamentos de Antropología y Biología de las Universidades 

de Antioquia, Andes, así como las Universidades de Cartagena y Tecnológica de 

Quibdó; (vi) el Instituto Humboldt, y (vii) el Instituto de Investigaciones 

Ambientales del Pacífico y WWF Colombia. 

*** 

En ejercicio de tales funciones la Procuraduría General de la Nación, como 

coordinador del seguimiento y ejecución de la presente sentencia con el apoyo 

de la Defensoría del Pueblo, la Contraloría General de la República y el panel de 

expertos que para el efecto convoque, estará encargada de: (i) dirigir, 

coordinar e impulsar todo el cumplimiento y ejecución de las órdenes aquí 

proferidas; (ii) diseñar e implementar los indicadores generales y específicos 

que permitan evaluar el cumplimiento de las órdenes proferidas en este caso 

por parte de las entidades accionadas y del Gobierno nacional; (iii) evaluar y 

analizar los informes, programas y planes que presenten en el trámite del 

cumplimiento de estas órdenes las entidades del Estado accionadas; (iv) 
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investigar y documentar las quejas sobre posible incumplimiento de las medidas 

establecidas en esta providencia; y (v) hacer recomendaciones y observaciones 

a las entidades accionadas y al Gobierno nacional respecto del cumplimiento de 

las órdenes aquí proferidas y en general respecto del respeto y garantía de los 

derechos fundamentales vulnerados a las comunidades étnicas del Chocó. 

Adicionalmente, la Procuraduría General de la Nación, en conjunto con la 

Defensoría del Pueblo y la Contraloría General de la República, deberán 

entregar reportes semestrales de su gestión con indicadores de cumplimiento 

de las órdenes proferidas, tanto al Tribunal Administrativo de Cundinamarca 

como a la Corte Constitucional para lo de su competencia. 

7.- Finalmente, se exhorta al Gobierno nacional, en cabeza del Presidente de la 

República, para que dé efectivo cumplimiento a las recomendaciones contenidas 

en la resolución 64 de 2014 y proceda a conformar en un período no superior 

a un (1) mes a partir de la notificación de esta providencia, la “Comisión 

Interinstitucional para el Chocó” que es la instancia diseñada por la resolución 

en comento, cuyo propósito es lograr una verificación y seguimiento a la 

ejecución de las recomendaciones allí contenidas para atender y dar solución a 

la grave crisis humanitaria, social y ambiental que enfrenta el departamento de 

Chocó. 

 

 


